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SENTENCIA
En la Villa de Madrid, a trece de Diciembre de dos mil cuatro.

Visto por la Sala Primera del Tribunal Supremo, integrada por los Magistrados al margen indicados, el recurso de Casación contra la Sentencia dictada en grado de Apelación por la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Valencia, como consecuencia de autos de Juicio Declarativo Ordinario de Menor Cuantía, núm. 94/94, seguidos ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Quart de Poblet, sobre reclamación de cantidad; cuyo recurso fue interpuesto por la entidad mercantil PRONAYTE, S.L., DON Juan Pablo y DON Salvador, representados por el Procurador de los Tribunales don Santos Gandarillas Carmona; siendo parte recurrida DOÑA Filomena, representada por la Procuradora de los Tribunales doña Africa Martín Rico.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Ante el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Quart de Poblet, fueron vistos los autos, Juicio Declarativo Ordinario de Menor Cuantía, promovidos a instancia de doña Filomena en nombre propio y como representante legal de su hija menor de edad Filomena, contra don Narciso, la entidad Pronaite, S.L., don Juan Pablo y don Salvador y don Juan María, sobre reclamación de cantidad.

Por la parte actora se formuló demanda arreglada a las prescripciones legales, en la cual solicitaba, previa alegación de los hechos y fundamentos de derecho, que se dictara sentencia por la que, se condenara a los demandados a abonar a la actora la cantidad de VEINTE MILLONES DE PESETAS (20.000.000), intereses legales de dicha cantidad desde la interpelación judicial así como el pago de las costas causadas.

Admitida a trámite la demanda, se emplazó por término de veinte días a los demandados a los efectos de personarse en autos y contestar a la demanda lo que verificaron en tiempo y forma a través de sus respectivas representaciones, contestando a la demanda en términos de oposición y alegándose por la representación de Pronaite, S.L., don Juan Pablo y don Salvador, las excepciones de falta de personalidad en la actora por no acreditar el carácter o representación con que reclama y la de cosa juzgada, solicitando por todos la desestimación de la demanda con imposición de costas a la demandante.

Recibido el pleito a prueba, se practicó la que propuesta por las partes fué declarada pertinente y figura en las respectivas piezas.

Unidas a los autos las pruebas practicadas, se entregaron los mismos a las partes por su orden para conclusiones, trámite que evacuaron en respectivos escritos en los que solicitaron se dictase sentencia de acuerdo con lo que tenían interesado en los autos.

Por el Juzgado se dictó sentencia con fecha 1 de febrero de 1996, cuya parte dispositiva es como sigue: "FALLO: QUE DEBO DESESTIMAR la demanda formulada por la Procuradora de los Tribunales doña Amparo Royo Blasco, en nombre y representación de DOÑA Filomena en su nombre y en el de su hija menor Carmen, contra DON Narciso, entidad PRONAITE, S.L., DON Juan Pablo, DON Salvador y DON Juan María por existir cosa juzgada, con imposición de las costas a la parte actora".

SEGUNDO: Frente a dicha sentencia se interpuso recurso de Apelación, que fue admitido, y sustanciada la alzada la Audiencia Provincial de Valencia, Sección Sexta, dictó sentencia con fecha 3 de julio de 1998, cuyo Fallo es como sigue: "Estimamos parcialmente el RECURSO DE APELACIÓN interpuesto por la representación de doña Filomena en su nombre y como legal representante de su hija menor Carmen, contra la Sentencia de fecha 1 de febrero de 1996, dictada por el Juez del Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Quart de Poblet, en autos de Juicio declarativo de Menor Cuantía registrados con el núm. 94/94, la que REVOCAMOS, y condenamos a don Narciso, a Pronaite, S.L. y a los Hnos. de la SalvadorJuan Pablo, a satisfacer a la menor Carmen la cantidad de 20.000.000 de pesetas en concepto de indemnización por el fallecimiento de su padre don Víctor, más los intereses legalmente previstos, y sin hacer imposición de costas en ninguna de ambas instancias".

TERCERO: El Procurador de los Tribunales, don Santos Gandarillas Carmona, en nombre y representación de la entidad mercantil PRONAYTE, S.L., DON Juan Pablo y DON Salvador, formalizó recurso de Casación que funda en los siguientes motivos: PRIMERO: "Al amparo del ordinal tercero, inciso segundo, del art. 1692 L.E.C., por quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas que rigen los actos y garantías procesales, con indefensión, por infracción del art. 372-3º L.E.C. y de los arts. 120.3 y 24.1 C.E., ante la absoluta falta de motivación de la Sentencia recurrida, que prescinde de todo razonamiento o fundamentación, de hecho y de derecho, en que basar el fallo condenatorio de mis representados, vulnerándose, de este modo, el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y a no padecer indefensión, dado que a esta parte se le imposibilita conocer cuales han sido las razones o criterios jurídicos que han llevado a la Sala de apelación a estimar a mis representados como responsables del luctuoso evento enjuiciado. En la Sentencia dictada en la Alzada se condena a mis poderdantes sin detallar siquiera en que ha consistido la acción u omisión culposa en que éstos hayan podido incurrir, y sin establecer el necesario nexo causal entre el acto o conducta culposa -que no se especifica- y el final resultado dañoso".- SEGUNDO: "Al amparo del ordinal cuarto del art. 1692 L.E.C., por infracción de las normas del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia que resultan aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate, por violación de lo dispuesto en los arts. 1251 y 1252 del C.c. ante la falta de aplicación de la eficacia material de la cosa juzgada, que en el presente caso deriva de la sentencia firme dictada por el Juzgado de Instrucción núm. Uno de Quart de Poblet, de fecha 8 de marzo de 1993, al resolver los autos de juicio de faltas registrado bajo el núm. 5052/88, en cuyo fallo no se contiene expresa reserva de acciones civiles, en relación con la doctrina jurisprudencial que determina que no le es lícito a la jurisdicción civil suplir las deficiencias u omisiones que hayan podido cometerse en los procedimientos sometidos a la jurisdicción penal, ya que de lo contrario se convertiría a los Tribunales del orden civil en revisores del proceso penal (sentencias de la Sala Primera del T.S. de 20 de septiembre de 1993, 12 de julio de 1993 y 5 de abril de 1975".- TERCERO: "Al amparo del ordinal cuarto del art. 1692 de la L.E.C., por infracción de las normas del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia que resultan aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate, al infringir la resolución recurrida el contenido de los párrafos 1ª y 4ª del art. 1903 del C.c., en relación con el art. 1902 del C.c., así como por infracción de la doctrina jurisprudencial contenida, entre otras, en las SS. de la Sala Primera del T.S. de fechas 18 de junio de 1979, 4 de enero de 1982, 9 de julio de 1984, 21 de septiembre de 1987 y 30 de octubre de 1991, dado que entre mis representados y el fallecido don Víctor no existía relación jerárquica o de dependencia alguna, sin que aquellos se hubiesen reservado funciones de dirección, vigilancia o control de las obras, siendo que este presupuesto sería necesario para imputarles una responsabilidad extracontractual basada en la culpa de in vigilando o en la teoría del riesgo"..- CUARTO: "Al amparo del ordinal cuarto del art. 1692 L.E.C., por infracción de las normas del ordenamiento jurídico que resultan aplicables para resolver la cuestión objeto de debate, al incurrir la sentencia recurrida en error de derecho en la apreciación de la prueba, con infracción por inaplicación, de la regla valorativa de la prueba de confesión contenida en el art. 1232 del C.c., así como de la regla valorativa de la prueba documental contenida en los arts. 1218 del C.c.".- QUINTO: "Al amparo del ordinal tercero, inciso primero, del art. 1692 L.E.C., por quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas reguladoras de la sentencia, y concretamente, por infracción de lo dispuesto en el art. 359 L.E.C., al incurrir la sentencia impugnada en incongruencia por ultra petita, puesto que, a pesar de desestimar la demanda con respecto a una de las actoras, concede a la otra la totalidad de la cuantía que, en conjunto, había sido reclamada para ambas".- SEXTO: "Al amparo del ordinal cuarto del art. 1692 L.E.C., por infracción de las normas del ordenamiento jurídico que resultan aplicables para resolver la cuestión objeto de debate, al infringir la resolución recurrida el contenido del párrafo primero del art. 523 L.E.C. y del párrafo segundo del art. 710 del mismo Texto Legal, dado que la desestimación total, len ambas instancias, de la pretensión articulada en nombre de doña Filomena debe acarrear necesariamente que se impongan a dicha codemandante las costas causadas a su instancia tanto en la primera instancia como en la apelación".

CUARTO: Admitido el recurso y evacuando el traslado conferido para impugnación, la Procuradora de los Tribunales, doña Africa Martín Rico, en nombre y representación de DOÑA Filomena, impugnó el mismo.

QUINTO: No habiéndose solicitado por todas las partes personadas la celebración de Vista Pública, se señaló para VOTACIÓN Y FALLO EL DÍA 23 DE NOVIEMBRE DE 2004, en que ha tenido lugar.

Ha sido Ponente el Magistrado Excmo. Sr. D. LUIS MARTÍNEZ-CALCERRADA Y GÓMEZ

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: Constituye el objeto del presente recurso la demanda de la actora doña Filomena en nombre propio y como representante legal de su hija menor doña Carmen, en reclamación de 20.000.000 de pesetas de indemnización, contra los codemandados, don Narciso, la entidad "Pronaite, S.L.", don Juan Pablo, don Salvador y don Juan María; por el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Quart de Poblet, en 1 de febrero de 1996, se apreció la excepción de cosa juzgada por la existencia de actuaciones penales terminadas, con Sentencia absolutoria para los codemandados y, por la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Valencia, se revocó y, examinando el fondo del litigio, condenó a los citados codemandados, en la suya de 3 de julio de 1998.

Recurren en casación los mencionados codemandados, la entidad "Pronaite, S.L." y los Hermanos de la SalvadorJuan Pablo, si bien, el recurso del Contratista ejecutor de la obra don Narciso caducó.

SEGUNDO: En el MOTIVO PRIMERO del recurso, se denuncia al amparo del ordinal tercero, inciso segundo, del art. 1692 L.E.C., el quebrantamiento de las formas esenciales del juicio por infracción de las normas que rigen los actos y garantías procesales, con indefensión, por infracción del art. 372-3º L.E.C. y de los arts. 120.3 y 24.1 C.E., ante la absoluta falta de motivación de la Sentencia recurrida, que prescinde de todo razonamiento o fundamentación, de hecho y de derecho, en que basar el fallo condenatorio de mis representados, vulnerándose, de este modo, el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y a no padecer indefensión, dado que a esta parte se le imposibilita conocer cuales han sido las razones o criterios jurídicos que han llevado a la Sala de apelación a estimar a mis representados como responsables del luctuoso evento enjuiciado. En la Sentencia dictada en la Alzada se condena a mis poderdantes sin detallar siquiera en que ha consistido la acción u omisión culposa en que éstos hayan podido incurrir, y sin establecer el necesario nexo causal entre el acto o conducta culposa -que no se especifica- y el final resultado dañoso.

Se denuncia, pues, la falta de motivación de la recurrida, porque, se condena a los recurrentes sin detallar siquiera en qué, ha consistido su acción u omisión culposa que, no prospera, porque la motivación, realmente, existe y esa imputación de responsabilidad, es clara en el sentir de la Sala (al decirse "...En atención a la demanda interpuesta contra Pronaite, S.L. y Hnos SalvadorJuan Pablo, entendemos que efectivamente son responsables de lo ocurrido, por cuanto los hechos tuvieron lugar dentro de sus dependencias, en una nave industrial de la que eran propietarios y, por no estar trabajando el Sr. Víctor con las debidas medidas de seguridad. Ahora bien, esta responsabilidad únicamente puede apreciarse respecto de la hija menor del fallecido y de la apelante, por cuanto la Sra. Filomena hizo expresa renuncia a cualquier indemnización al haber firmado un finiquito por el que a cambio de 600.000 pesetas, exoneraba a estos demandados de cualquier responsabilidad, "reconociendo no tener ya que reclamarles cantidad alguna por concepto alguno" (f. 109 de autos). Finalmente, por lo que respecta a la responsabilidad de don Narciso, entendemos que debe apreciarse la misma, ya que, el Sr. Narciso fue quien estableció la relación laboral directa con el fallecido para la realización del trabajo. Esto ha sido acreditado en los autos, concretamente mediante la testifical del vigilante de la nave, don Romeo, quien declara que el contratante era el Sr. Narciso (folios 291 y 294 en relación con 295). No obstante, al igual que hemos manifestado respecto de los anteriores demandados, la responsabilidad de este último sólo será exigible a favor de la menor Carmen, hija del fallecido, por cuanto la aceptación del pago obrante al folio 109 de autos, por el que se renuncia a cualquier reclamación por estos hechos, impide estimar vigente el derecho de la Sra. Filomena sino que por el contrario, todo su derecho a una indemnización se ha extinguido por su propia voluntad. Por todo lo expuesto, es procedente revocar la Sentencia de Instancia, dando lugar parcialmente a la demanda, condenando a don Narciso, a Pronaite, S.L. y a los Hnos. Juan PabloSalvador, a satisfacer a la menor Carmen la cantidad de 20.000.000 de pesetas, en concepto de indemnización por el fallecimiento de su padre don Víctor"), lo que no obsta al razonamiento que luego se emite sobre esa imputación.

En el MOTIVO SEGUNDO, se denuncia al amparo del ordinal cuarto del art. 1692 L.E.C., la infracción de las normas del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia que resultan aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate, por violación de lo dispuesto en los arts. 1251 y 1252 del C.c. ante la falta de aplicación de la eficacia material de la cosa juzgada, que en el presente caso deriva de la sentencia firme dictada por el Juzgado de Instrucción núm. Uno de Quart de Poblet, de fecha 8 de marzo de 1993, al resolver los autos de juicio de faltas registrado bajo el núm. 5052/88, en cuyo fallo no se contiene expresa reserva de acciones civiles, en relación con la doctrina jurisprudencial que determina que no le es lícito a la jurisdicción civil suplir las deficiencias u omisiones que hayan podido cometerse en los procedimientos sometidos a la jurisdicción penal, ya que de lo contrario se convertiría a los Tribunales del orden civil en revisores del proceso penal (sentencias de la Sala Primera del T.S. de 20 de septiembre de 1993, 12 de julio de 1993 y 5 de abril de 1975.

Se denuncia la no apreciación de la recurrida de la excepción de cosa juzgada, porque, el nivel de imprudencia sostenida en los procesos penales fue de temeraria y, en este orden civil es la simple, lo que ha de compartirse, si bien, subrayando que, como es sabido, la vinculación de este orden civil a los pronunciamientos del penal en materia de imprudencia se ciñe a que sólo cuando el primero precedente declara la inexistencia de los hechos -ilícito, atacado- vincula lo así resuelto, mas no, como en el presente caso, en las Sentencias absolutorias, porque, es evidente la posibilidad de que, si bien no conste la previa declaración de un ilícito penal, ello no obsta a que se dirima, luego en este orden, la existencia o no del ilícito civil correspondiente.

TERCERO: En el MOTIVO TERCERO, se denuncia al amparo del ordinal cuarto del art. 1692 de la L.E.C., la infracción de las normas del ordenamiento jurídico y de la jurisprudencia que resultan aplicables para resolver las cuestiones objeto de debate, al infringir la resolución recurrida el contenido de los párrafos 1ª y 4ª del art. 1903 del C.c., en relación con el art. 1902 del C.c... dado que entre mis representados y el fallecido don Víctor no existía relación jerárquica o de dependencia alguna, sin que aquellos se hubiesen reservado funciones de dirección, vigilancia o control de las obras, siendo que este presupuesto sería necesario para imputarles una responsabilidad extracontractual basada en la culpa de in vigilando o en la teoría del riesgo. 

Esto es, se expresa en el Motivo que la condena a los recurrentes como tales propietarios de la nave industrial en que se produjo la obra es improcedente, ya que los citados no sólo contrataron para la ejecución de la obra con ese otro codemandado condenado, en su cualidad de contratista quien era el único que mantenía la relación laboral con el fallecido y, al que se le deben exigir la observancia de los requisitos de seguridad en el trabajo, sin que, por tanto, sea acertada la imputación de una especie de "culpa in vigilando", lo que esta Sala comparte, reiterando su reciente Sentencia de 14-10-2004 . Motivo que ha de aceptarse, porque, en efecto, "no es posible, siguiendo abundante jurisprudencia (SS. 24-3-03, 16-6-03, 16-1-03, entre otras varias), imputar una responsabilidad a quién, como la recurrente se limita en su objetivo de que se realicen unos trabajos en su propiedad, al encargar ese cometido a una empresa como es la contratista y, con los debidos asesoramientos técnicos, limitándose, pues, tras efectuar ese encargo, a cumplir con sus obligaciones de pago de la prestación conferida, sin que, en absoluto, intervenga o actúe dentro del campo estricto de esa ejecución, por lo que, cuando, como en autos, el siniestro se produce por esas negligencias, nada de ello puede afectar a quién, se repite, se ha limitado a una actuación, por completo al margen de esa ejecución, dentro de la cual se produjo el evento dañoso y, sin que sean aplicables en este orden civil, que ha de actuar dentro del campo estricto de la responsabilidad aquiliana ex art. 1902 C.c., (sería ocioso recordar la distinción en materia o afines de la responsabilidad civil, la aquiliana de este art. 1902 de ineludible exigencia, entre otros, del nexo causal de causalidad en el ilícito, con la de ubicación en el Derecho Laboral e, incluso, con la del art. 1591 C.c., en donde la empresa, si además, actúa como promotora responde en su caso "in solidum" con los demás intervinientes), las posibles extensiones de una responsabilidad derivadas de indiscutible relaciones entre las partes dentro del contrato de trabajo, superándose los moldes ordenancistas que sólo privarían en el campo laboral, por el objetivo conocido de tutela de los trabajadores...". (S. 14-10-2004). Se acepta, pues el Motivo y, sin necesidad de examinar el resto, se estima el recurso con los efectos legales derivados, sin que a tenor del artículo 1715.1-4º L.E.C. extinta, (hoy art. 398-2º L.E.C. vigente) proceda imposición de costas en ninguna de las instancias ni en este recurso, al hacer uso el tribunal que juzga de la salvedad que preceptúan los arts. 523, 710, 873 y 896 de dicha Ley, aplicables en su caso, al litigio.

Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el pueblo español

FALLAMOS

QUE DEBEMOS DECLARAR Y DECLARAMOS HABER LUGAR AL RECURSO DE CASACIÓN interpuesto por la representación procesal de la entidad mercantil PRONAYTE, S.L., DON Juan Pablo y DON Salvador, frente a la Sentencia pronunciada por la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Valencia en 3 de julio de 1998, que dejamos sin efecto, desestimando la demanda, absolviendo de la misma a los recurrentes citados. Sin expresa condena en costas en ninguna de las instancias ni en este recurso, debiendo cada parte satisfacer las por ellos causadas y las comunes por mitad. Y a su tiempo, comuníquese esta resolución a la citada Audiencia con devolución a la misma de los Autos y Rollo de Sala en su día remitidos.

Así por esta nuestra sentencia, que se insertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasándose al efecto las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos .- IGNACIO SIERRA GIL DE LA CUESTA..- LUIS MARTÍNEZ-CALCERRADA Y GÓMEZ.- JOSÉ RAMÓN FERRÁNDIZ GABRIEL.- RUBRICADO. PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el EXCMO. SR. D. Luis Martínez-Calcerrada y Gómez, Ponente que ha sido en el trámite de los presentes autos, estando celebrando Audiencia Pública la Sala Primera del Tribunal Supremo, en el día de hoy; de lo que como Secretario de la misma, certifico.
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